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¿Iría a una reunión o daría una conferen-
cia sin preparársela antes? ¿Presentaría
un informativo sin documentarse? ¿Da-
ría una terapia de grupo sin tratar nunca
en privado con cada individuo? Pero ima-
gine que además de exponer algo tuviera
que enseñarle conocimientos nuevos y
que va a tratar con un colectivo que le
escucha porque tiene que hacerlo, no por-
que haya elegido estar ahí.

En esta situación se encuentran los
profesores de secundaria (ESO, Bachille-
rato y FP) a diario. En eso consiste su
trabajo. Trabajan 37,5 horas semanales,
como todos los funcionarios. Por lo gene-
ral, imparten entre tres y cinco clases al
día; 18, a la semana. El resto de las horas
se dedican a prepararlas, corregir exáme-
nes, dar tutoría o mantener reuniones
con los demás profesores del centro y
con la dirección. No les sobra tiempo.
Porque, además, en la educación españo-
la hace unas décadas que se intenta lu-
char contra el fracaso escolar y por au-
mentar el nivel de conocimientos de la

mayor parte del alumnado con medidas
tan necesarias y avanzadas como, por
ejemplo, las horas de refuerzo de Lengua
o Matemáticas para los que van peor o
los desdobles de Inglés.

La medida adoptada por el Gobierno
de Esperanza Aguirre, en Madrid, de
obligar a todos los docentes de secunda-
ria a impartir 20 horas lectivas a la sema-
na conseguirá básicamente una cosa
que la presidenta ha tenido siempre en

el punto de mira: que los profesores solo
tengan tiempo básicamente de ocuparse
de las clases. El concepto de la igualdad
de oportunidades que tiene un amplio
sector del PP está centrado en ofrecer a
todos lo mismo y que cada uno lo aprove-
che según sus capacidades, y no en apo-
yar desde la escuela a los que tienen
necesidades especiales o no han podido
desarrollar sus capacidades, lo que muy
a menudo tiene que ver con situaciones

vinculadas a entornos sociales desfavore-
cidos. Estos alumnos son los que saldrán
perdiendo en Madrid. La apuesta que
siempre ha defendido la izquierda por
apoyar el mayor número posible de me-
didas de atención a la diversidad en la
educación le da una cierta grima a un
amplio sector del PP. Y todo esto nada
tiene que ver con la necesidad de aho-
rrar y reducir gastos en épocas duras.
Pero hay muchas maneras de hacerlo. Y
las maneras del Gobierno de Madrid son
por mandato, lo que, por cierto, es inco-
herente con su habitual defensa de la
autonomía de los centros.

Estamos muy acostumbrados, dema-
siado, al anuncio demedidas políticas vis-
tosas. Esta última lo es. Es obvio que mu-
chos profesores pueden trabajar dos ho-
ras más. Pero también lodebería ser para
una exministra de Educación que otros
muchos no pueden, porque están desem-
peñando otras labores tan necesarias co-
mo las propias clases.

Otra cosa hubiera sido que la presiden-
ta hubiera propuesto la puesta enmarcha
de una especie de plan de ahorro, según
el cual cada centro se reuniera con la
inspección y analizaran en común de dón-
de se podía recortar y, de paso, si necesita-
ban algo. Esa sí hubiera sido una buena
forma de reducir el gasto con el menor
coste posible para la calidad de la educa-
ción de todos los alumnos madrileños.

La presidenta de la Comunidad
deMadrid, EsperanzaAguirre, ce-
lebró ayer la vuelta al trabajo con
el amago de crear una policía au-
tonómica ante la, a su juicio,
“inacción” de los Cuerpos y Fuer-
zas de Seguridad del Estado con
las acampadas de los indignados
del 15-M y con los manifestantes
de la marcha laica. Aguirre reco-
ge así el testigo del secretario ge-
neral del PP de Madrid, Francis-
co Granados, que el martes pasa-
do anunció que su partido se plan-
teaba pedir al Ejecutivo una poli-
cía autonómica comomedio para
“restablecer el Estado de dere-
cho” si la Delegación del Gobier-
no no garantiza el orden y la segu-
ridad.

La medida, lejos de ser nueva,
es una vieja reivindicación de la
presidenta del Gobierno regio-
nal. Una suerte de amenaza recu-
rrente para convertirse en pro-

tagonista de la escena política y
reavivar el populista debate
sobre seguridad en tiempos de
precampaña.

El Ministro del Interior, Anto-
nio Camacho, respondió ayer que
el planteamiento de crear una po-
licía autonómica “no es de reci-
bo” en momentos en que se está
“poniendo en peligro la educa-
ción y la sanidad”. Camacho de-
fendió los criterios de “prudencia
y responsabilidad” de los agentes
y recordó que el dispositivo de la
puerta del Sol fue mixto: contó
con policías nacionales pero tam-
bién municipales.

En 2003 Esperanza Aguirre,
que entonces concurría por pri-
mera vez a la presidencia de la
Comunidad de Madrid, declaró:
“Estoy absolutamente decidida a
volcarme en la seguridad. Quiero
hacer de Madrid la comunidad
más segura de España y para ello
no descarto ningúnmedio”, inclu-
yendo la creación de una policía

autonómica. Entonces, al igual
que ahora, la puesta en marcha
de un cuerpo de seguridad auto-
nómico implicaba acometer un
cambio del Estatuto de Autono-
mía que permitiera al Gobierno
regional contar con unas fuerzas
del orden propias.

La ambiciosa promesa de ha-

cer de la región la más segura de
Europa se quedó en la puesta en
marcha, en mayo de 2004 —165
días después de ganar las eleccio-
nes autonómicas—, de un desca-
feinado cuerpo, las BrigadasEspe-
ciales de Seguridad de la Comuni-
dad de Madrid (Bescam), que tu-

vieron que ser reformuladas va-
rias veces paramitigar el rechazo
que suscitaron no solo entre la
oposición sino también dentro
del Gobierno nacional del PP.
Tanto que el que fuera ministro
del Interior, Ángel Acebes, recha-
zó que agentes de la Guardia Civil
y de la PolicíaNacional se integra-
ran en las Bescam.

Las nuevas brigadas se convir-
tieron en una especie de policía
local subvencionada por la Comu-
nidad y gestionada por los Ayun-
tamientos para los municipios de
más de 25.000 habitantes. Una
iniciativa fallida que se ha conver-
tido en un quebradero de cabeza
más para la frágil financiación de
los gobiernos locales, que desde
2009 tienen que sufragar parte
de los gastos derivados del servi-
cio como la gasolina de los vehícu-
los o el coste de los uniformes.

Ante el fracaso de la propues-
ta, Aguirre rescató otra vez en
2005 la creación de una policía

adscrita al Gobierno regional co-
mouna de las tres nuevas compe-
tencias, junto a la gestión de Cer-
canías y la división de la región
en 12 circunscripciones electora-
les, a incluir en el nuevo estatuto
autonómico.

En ese momento el PP ase-
guró que los agentes adscritos
tendrían por objeto combatir la
violencia machista, los delitos
medioambientales y realizar ta-
reas de policía de barrio. Ahora la
policía autonómica que reclama
Aguirre pretende frenar las pro-
testas de los indignados como hi-
cieran los Mossos d’Esquadra en
Cataluña.

Pero, una vez más, el anuncio
de la presidenta es una pirueta. Si
el pasado mes de mayo, a dos se-
manas de la cita electoral del día
22, proclamó que fomentaría la
dación en pago (entregar la vi-
vienda para cancelar la hipote-
ca), esta vez defiende un cuerpo
que responda con mano dura a
los indignados. En ambos casos
la propuesta se queda en pala-
bras porque el Estatuto de Auto-
nomía de la Comunidad de Ma-
drid no contempla la existencia
de una policía autónoma. Tampo-
co tiene las competencias en ma-
teria hipotecaria.

No son las horas, son las maneras

Aguirre saca a la policía autonómica del baúl
La presidenta plantea de nuevo crear un cuerpo de seguridad regional pese a
que el Estatuto no permite a la Comunidad tener unas fuerzas del orden propias
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Recortes en la enseñanza
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